
 

 

 

El Grupo de Trabajo de Prevención contra la Tortura de la Coalición Contra la Impunidad (CCI) 

desarrolló su labor agrupando las cinco recomendaciones respectivas en tres subtemas: a) 

Acceso a la Justicia (104.44 y 104. 51); b) Legislación y Políticas Públicas (104.50); y, c) 

Estado de los derechos de las personas privadas de libertad y del sistema nacional penitenciario 

(104.55). 

 

Hasta el 2024 el gobierno de Honduras ha reportado que se ha iniciado 529 investigaciones por 

denuncias de tortura, de las cuales 75 han sido judicializadas (32 por tortura y 43 por tratos 

crueles) y solo se han obtenido sentencia en 10 casos (sin proporcionar datos en qué sentido se 

dio la resolución). 

 

DESAFIOS 

• Falta de implementación efectiva de las Normas Internacionales. Aunque Honduras ha 

ratificado instrumentos clave como la Convención Interamericana para Prevenir y 

Sancionar la Tortura y el Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura, su 

aplicación en la práctica sigue siendo limitada. 

• No existen mecanismos claros para garantizar la aplicación efectiva de estas 

Normativas dentro del Sistema de Justicia Penal. 

• Garantizar la investigación y sanción de los responsables. Se deben reforzar los 

mecanismos judiciales para que las denuncias de tortura no queden impunes, 

promoviendo procesos judiciales efectivos y sanciones proporcionales a la gravedad de 

los hechos. 

• Implementar un sistema de protección a víctimas y testigos que denuncian actos de 

tortura. 

• Adaptar el artículo 216 del código procesal penal (tipificación del delito) al artículo 1 

de la Convención contra la Tortura. (RECOMENDACIÓN N. 8 EMITIDA POR EL 

CAT). 
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RECOMENDACIONES SOCIEDAD CIVIL 

• Aprobación de la Ley Especial para Prevenir, Investigar y Sancionar la Tortura y otros 

Tratos Crueles, Inhumanos o Degradantes, fue presentada al Congreso Nacional en el 

año 2023 por el CPTRT. 

• Abandonar el enfoque Militarizado de la Seguridad Pública y del Sistema penitenciario, 

fortaleciendo las fuerzas civiles del orden y estableciendo un plan de retiro inmediato 

de las Fuerzas Armadas de los Centros Penitenciarios. 

• Cesar del régimen de Estado de Excepción, renunciar a utilizar medidas excepcionales 

para abordar problemas de seguridad ciudadana estructurales. 

• Fortalecer la independencia y recursos del MNP-CONAPREV. Se requiere garantizar 

su autonomía presupuestaria y operativa, asegurando que pueda ejercer su mandato sin 

injerencias políticas y con acceso irrestricto a todos los centros de detención. 

• Que las instituciones de investigaciones forenses conozcan y apliquen el protocolo de 

Minnesota para investigación de muertes bajo custodia. 

• Cierre del centro de máxima seguridad para adolescentes NUEVA JALTEVA, en junio 

de 2024, murieron 2 adolescentes, hasta el día de hoy no ha habido un informe oficial 

de los hechos suscitados y responsabilidad penal para los responsables de las muertes. 

 

 

 


